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supuesto agravio. Por otra parte. mantuvo la tesis de
que la Resolución impugnada. que además de la cuestión
procesal examinó el fondo de la resolución administrativa
y la declaró ajustada a Derecho. no puede tacharse de
arbitraria. ya que razona de. forma ponderada la con­
currencia de una causa de inadmisión que se apoya en
una norma legal.

Finalmente. mediante escrito de 8 de marzo de 1997.
expresamente descartó que pudiera calificarse de extem­
poránea la interposición del recurso de reposición previo
al contencioso-administrativo. como incidentalmente se
afirmó en la Sentencia. pues el análisis de las actuaciones
revela que el refeJido escrito se presentó en plazo hábil.

13. Por providencia de 26 de junio de 1997. se
señaló para deliberación y votación de la presente Sen­
tencia el día 30 de junio siguiente. quedando concluida
en el día de la fecha.

11. Fundamentos jurídicos

1. Constituye el objeto del presente recurso de
amparo. la impugnación de la Sentencia dictada el 14
de enero de 1995 por la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.
en virtud de la cual se desestimó. por falta de legiti­
mación. la demanda interpuesta contra la Resolución
del Ministerio de Defensa por la cual se reconoció a
la parte actora. sin hacerlo efectivo, el derecho al percibo
de una diferencia de haberes fruto de la aplicación de
la Ley 35/1980. sobre mutilados de guerra.

Con carácter previo al análisis de la pretensión for­
mulada resulta necesario precisar que no procede en
esta fase procesal inadmitir el recurso de amparo por
la circunstancia de que al tiempo de interponerse la
correspondiente demanda, quien habra instado el pro­
cedimiento ante la jurisdicción y figuraba como peticio­
nario del amparo ante este Tribunal. hubiera ya fallecido.
Si bien una consideración abstracta de la cuestión nos
conduciría inexorablemente al rechazo de la demanda.
tal y como afirma el Abogado del Estado pese a que
no se puede ratificar lo que no ha sido hecho en nombre
propio. el heredero sí puede ratificar lo que se hizo a
nombre del difunto. por lo que no cree imposible enten­
der que el otorgamiento del poder por los herederos
para mantener la demanda de amparo alcanza. por su
cualidad de tales, a ratificar la presentación de dicha
demanda a nombre de su causante, que así debe con­
siderarse válida y eficazmente presentada. sin más que
entender que lo fue a nombre de sus herederos. sobre
los que realmente recayó el supuesto agravio. Por otra
parte. el detenido análisis de las actuaciones revela que
en ningún momento existió mala fe por los hijos del
causante. auténticos demandantes y continuadores del
proceso. extremo éste que también fue expresamente
reconocido por la Abogacía del Estado, sin que tampoco
el Ministerio Fiscal tuviera nada que objetar al respecto.

2. En la STC 294/1994 este Tribunal tuvo la oca­
sión de resolver. desde la óptica del arto 24.1 C.E.. una
cuestión sustancialmente idéntica a la presente, por lo
que será éste el primer precepto objeto de valoración
en nuestra resolución. ya que en caso de estimarse el
recurso resultaría innecesario pronunciarse sobre la tam­
bién alegada violación del arto 14 C.E.

Declaramos en la STC 294/1994 (fundamento jurf­
dico 6.0

) que «al considerar que. en el caso no existe
cuestión litigiosa se privó a los recurrentes de un pro­
nunciamiento jurisdiccional sobre el fondo de su pre­
tensión y se impide la revisión jurisdiccional del com­
portamiento pasivo de la Administración mediante la
adopción de medidas adecuadas para el pleno resta­
blecimiento de una situación jurídica individualizada cuya

legalidad la Administración había reconocido. Se deja.
así. a los recurrentes inermes frente a la Administración
y a las expensas de que ésta quiera. voluntariamente.
hacer frente al cumplimiento de una obligación pecu­
niaria nacida de la Ley que exige. sin embargo. la previa
existencia de crédito presupuestario suficiente. Situación
que resulta incompatible con el derecho fundamental
a la tutela judicial efectiva reconocido por la Constitución,
pues la tensión entre la legalidad presupuestaria y la
legalidad administrativa. no puede dar lugar a que el
principio de legalidad presupuestaria deje de hecho sin
contenido un derecho que la Constitución reconoce y
garantiza».

En atención a lo expuesto, y habida cuenta la iden­
tidad sustancial entre uno y otro supuesto. procede dictar
Sentencia estimando la demanda y otorgando el amparo
solicitado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y. en su virtud:
1.0 Reconocer a los recurrentes su derecho a la tute­

la judicial efectiva.
2.0 Declarar la nulidad de la Sentencia dictada el 14

de enero de 1995 por la Sala de lo Contencioso­
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid. objeto de este recurso de amparo.

3.0 Restablecer a los recurrentes en la integridad
de su derecho fundamental y. a tal efecto. retrotraer
las actuaciones al momento procesal oportuno para que
el órgano judicial dicte nueva resolución.

Publfquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta de junio de mil novecientos
noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver i
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

16015 Sala Primera. Sentencia 120/1997. de 1 de
julio de 1997. Recurso de amparo
1.744/1994. Contra Auto dictado por la
Audiencia Provincial de Zaragoza y contra
Autos del Juzgado de Primera Instancia e Ins­
trucción de Daroca recaídos en diligencias
previas. Supuesta vulneración del derecho a
la tutela judicial efectiva: archivo de diligen­
cias previas no lesivo del derecho.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz VillaIón, don
Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo García Manzano. Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.744/94 interpuesto
por don Eladio Fernández Otero, representado por el
Procurador don Ignacio Puig de la Bellacasa y Aguirre
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y bajo la dirección de la Letrada doña María Concepción
Fernández Piñeiro, contra el Auto núm. 201/1994, dic­
tado por la Audiencia Provincial de Zaragoza el 2 de
mayo de 1994, y contra los Autos del Juzgado de Pri­
mera Instancia e Instrucción de Daroca, de 17 de febrero
y de 11 de abril de 1994, recaídos en las diligencias
previas núm. 47/94. Ha intervenido el Ministerio Fiscal
y el Abogado del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado
don Pablo García Manzano, quien expresa el parecer
de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito con fecha de entrada en el
Registro General de este Tribunal el 20 de mayo
de 1994, don Eladio Fernández Otero. interno a la sazón
en el Centro Penitenciario de Daroca, manifestaba su
deseo de interponer recurso de amparo contra las reso­
luciones a las que se ha hecho mención en el enca­
bezamiento, al tiempo que solicitaba el nombramiento
por el turno de oficio de profesionales que le asistieran
y representasen en el recurso de amparo, por carecer
de medios económicos para comparecer cón Abogado
y Procurador de libre designación.

2. Tras la excusa para formalizar demanda por el
Abogado designado de oficio y el dictamen del Ilustre
Colegio de Abogados, emitido de acuerdo con lo pre­
ceptuado en el arto 38 L.E.C. y en el que se consideraba
sostenible la pretensión del recurrente. se formalizó
demanda de amparo. que tuvo entrada en este Tribunal
el 22 de junio de 1995.

En la demanda de am¡:laro se invocan como vulne­
rados el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1
C.E.). por falta de motivación de las resoluciones impug­
nadas, pues éstas no ofrecían razonamiento alguno que
fundamentase la afirmada irrelevancia penal de los
hechos denunciados. Al Auto de la Audiencia Provincial
de Zaragoza. de 2 de mayo de 1994, le imputa además
el recurrente la lesión del derecho de defensa y á la
asistencia letrada (art. 24.2 C.E.). al no haberle sido desig­
nado Abogado y Procurador de oficio. a pesar de haberlo
solicitado al formular recurso de apelación.

El solícitante de amparo. en el escrito inicial por el
que manifestaba su intención de interponer recurso de
amparo. además de las quejas reflejadas en la demanda.
denunciaba que el Juzgado de Instrucción hubiera decre­
tado el archivo sin darle la oportunidad previa de exponer
los hechos qtle pretendía denunciar.

3. Pueden citarse como relevantes para la resolu­
ción del presente recurso los siguientes hechos:

a) El 9 de febrero de 1994 el recurrente envió, por
mediación del Establecimiento Penitenciario de Daroca.
un escrito al Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
de Daroca manifestando su deseo de formular denuncia
por estafa contra la Dirección del Centro Penitenciario.
y solicitando que se posibilitara' su traslado a ese Juz­
gado, o bien que el Juez se trasladara al Centro Peni­
tenciario a fin de formalizar la denuncia. El Director del
Centro Penitenciario. junto a dicho escrito. remite al Juz­
gado de Instrucción un informe de la Oficina de Admi­
nistración del Establecimiento. así como una copia de
la hoja de peculio del interno. Según dicho informe. ellO
de febrero de 1994 se habría detectado el error que
habría dado lugar a la denuncia de Eladio Fernández
Otero, error consistente en descontarle en su cuenta
de peculio la cantidad de 5.728 pesetas. cuando en rea­
lidad debía haberse descontado a otro interno. de simi­
lares apellidos. Alfonso Hernández Otero.

b) El 17 de febrero de 1994. dicho Juzgado dictó
Auto en el que se decretaba el archivo de las diligencias

previas núm. 47/96. Su fundamento jurídico segundo
era del siguiente tenor: «Los hechos que han motivado
la incoación de las presentes diligencias no se estiman
constitutivos de infracción penal alguna y, no estimán­
dose necesaria la práctica de nuevas diligencias, pro­
cede. de conformidad con lo establecido en la regla l."
del párrafo 5.° de la l.E.Crim.. acordar el archivo».

c) Contra la anterior resolución formuló el actor
recurso de reposición. en el que mostraba su discon­
formidad con el archivo al no habérsele dado la opor­
tunidad de concretar los hechos que se pretendía denun- .
ciar, quejándose del trato discriminatorio en relación con
la Administración Penitenciaria, la cual sí había tenido
ocasión de exponer su versión de los hechos. Insiste
en el carácter delictivo de las detracciones efectuadas
en su cuenta, sin que sea relevante su reintegro, puesto
que éste se produjo con posterioridad a su denuncia
y no excluye las responsabilidades en que hubiera podido
incurrir el Centro Penitenciario.

d) El 25 de febrero de 1994, el Juzgado de Ins­
trucción de Daroca dictó providencia según la cual no
ha lugar a la admisión del recurso de reposición for­
mulado. toda vez que contra la resolución recurrida «sólo
puede ejercitarse recurso de reforma y si no fuere esti­
mado el de queja».

e) Contra la anterior resolución el interno presentó
un escrito al que denomina recurso de reforma. En él
discrepa de la contestación recibida, alegando que el
Auto de 17 de febrero de 1994 no contenía información
acerca de los recursos procedentes. Además reiteraba
sus quejas relativas al trato discriminatorio recibido en
relación con la Administración Penitenciaria. que sí pudo
alegar lo t!lue estimaba pertinente. haciendo hincapié
en el carácter delictivo de los hechos denunciados. así
como a la existencia de pruebas en su poder que así
lo acreditarían. Mediante otrosí designaba al Letrado don
Pedro Santiesteve Rocher. «a efectos de representación
legal en el tema».

f) El 11 de abril de 1994. el Juzgado de Primera
Instancia e Instrucción de Daroca dictó Auto mantenien­
do la resolución impugnada, pues «no se deducen de
lo alegado en el escrito de interposición razones que
desvirtúen cuantas se han tenido en cuenta al dictar
el Auto cuya reforma se pide».

g) Mediante escrito de 17 de abril de 1994. el soli­
citante de amparo interpuso recurso de apelación en
el que. además de remitirse a lo ya expuesto en sus
anteriores escritos, denunciaba la ausencia de funda­
mentación jurídica de las resoluciones recurridas y que
éstas no contuvieran o reseñaran los informes del Minis­
terio Fiscal y de la Dirección del Establecimiento Peni­
tenciario. lo que le habría generado indefensión por impo­
sibilidad de acceder a las actuaciones y, por consiguien­
te. de contradecir tales informes. Mediante otrosí soli­
citaba el nombramiento de Abogado y Procurador de
oficio.

h) La Sección Tercera de la Audiencia Provincial de
Zaragoza dictó Auto. el 2 de mayo de 1994. en el que
confirmaba las resoluciones recurridas por sus mismos
razonamientos, que consideraba no desvirtuados.

4. Mediante providencia de 24 de enero de 1996,
la Sección Segunda de este Tribunal acordó admitir a
trámite la demanda de amparo y. a tenor de lo dispuesto
en el arto 51 de la LOTC, requerir atentamente a la
Audiencia Provincial de Zaragoza y Juzgado de Instruc­
ción de Daroca la remisión. respectivamente. del tes­
timonio del rollo 46/94 y de las diligencias pre­
vias 47/94. Asimismo. acordó emplazar al Abogado del
Estado para que. en el plazo de diez días. pudiera com­
parecer en el proceso. de estimarlo procedente.
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5. Por providencia de 26 de febrero de 1996 la
Sección acordó tener por recibidos los testimonios de
las actuaciones requeridas y tener por personado y parte
al Abogado del Estado. A tenor de lo dispuesto en el
arto 52 LOTC. acordó dar vista de las actuaciones por
un plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal. al
Abogado del Estado y al Procurador del recurrente. para
que en dicho térmil)o pudieran presentar las alegaciones
que a su derecho conviniesen.

6. Mediante escrito de 21 de marzo de 1996. el
Procurador del recurrente solicitaba se tuvieran por
reproducidos los argumentos contenidos en el dictamen
del Colegio de Abogados sobre la sostenibilidad de la
pretensión y de los esgrimidos en la demanda de amparo.

7. El 21 de marzo de 1996 tuvo entrada en el Regis­
tro General de este Tribunal el escrito de alegaciones
del Abogado del Estado. en el que. tras señalar que el
interés de la Administración como parte procesal con­
siste en propugnar una aplicación de las reglas proce­
sales' exenta de infracciones constitucionales. ponía de
manifiesto la práctica identidad del presente recurso de
amparo y el núm. 1.907/94. estimado mediante
STC 111/1995. Concluía el Abogado del Estado pre­
Cisando que una eventual estimación del amparo en el
presente recurso no debe ser interpretada ni como un
reconocimiento de que los hechos denunciados puedan
ser constitutivos de delito. ni tampoco como necesidad
de que el Juzgado adopte otras diligencias distintas a
las constitucionalmente indispensables.

8. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de ale­
gaciones el 25 de marzo de 1996. Comenzaba su infor­
me analizando la denunciada lesión del arto 24.1 C.E.
por falta de motivación suficiente de los Autos impug­
nados. motivo del amparo que interesaba fuera deses­
timado. A su juicio. la motivación ofrecida por el Juzgado
de Instrucción para el archivo decretado ha de reputarse
suficiente. sobre todo a la vista del informe remitido por
el Centro Penitenciario sobre los hechos denunciados.

Por el contrario. propugnaba la estimación del recurso
en cuanto invoca el derecho a la asistencia letrada
(art. 24.2 C.E.). estimación que se derivaría de la apli­
cación al presente caso de la doctrina constitucional al
respecto. de la que el Ministerio Fiscal destaca las SSTC
208/1992 Y 132/1992. Del sustrato fáctico del recurso
subraya el Ministerio Público el hecho de que ni el Juz­
gado de Instrucción atendió la petición de designación
de Letrado de libre elección efectuada en el escrito de
interposición del recurso de reforma. ni la Audiencia Pro­
vincial dio respuesta alguna a la solicitud de nombra­
miento de Abogado de oficio que defendiera al recurren­
te en apelación. A ello se superpondría el singular pro­
ceder de ambos órganos jurisdiccionales. que han admi­
tido a trámite. tramitado y resuelto los recursos sin asis­
tencia de Letrado. en contra de lo que previene el art.
221 L.ECrim.

9. Por providencia de fecha 30 de junio de 1997
se señaló para la deliberación y votación del presente
recurso de amparo el día 1 de julio del mismo año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo tiene por objeto
las resoluciones judiciales dictadas en las diligencias pre­
vias núm. 47/94. incoadas por el Juzgado de Instrucción
de Daroca en virtud de denuncia del demandante don
Eladio Fernández Otero. a la sazón interno en el Esta­
blecimiento Penitenciario de dicha localidad. en las que
se acordó. por Auto del referido Juzgado de 17 de febre­
ro de 1994. el archivo de tales diligencias. pronuncia-

miento confirmado por el Instructor al desestimar el
recurso de reforma mediante Auto de 11 de abril de
1994 y por la Audiencia Provincial de Zaragoza. Sección
Tercera. en su Auto de 2 de mayo de 1994. desesti­
matorio del recurso de apelación interpuesto frente a
las resoluciones del Juzgado.

A las mencionadas resoluciones judiciales se les impu­
ta la lesión del derecho que reconoce el arto 24.1 C.E.•
al haber acordado el archivo de las actuaciones sin dar
oportunidad al denunciante. hoy solicitante de amparo.
de concretar los hechos objeto de su denuncia y. en
consecuencia. con supuesta vulneración de su derecho
de acceso. en concepto de ofendido o perjudicado por
la infracción penal. a la jurisdicción. De modo más sin­
gularizado. en cuanto referido al Auto de la Audiencia
Provincial de Zaragoza de 2 de mayo de 1994. la queja
objeto de este proceso pretende la declaración de reco­
nocimiento del derecho del demandante a la defensa
y asistencia letrada. imputando a tal resolución judicial
la violación del arto 24.2 C.E. por no habérsele nombrado
Abogado yProcurador de oficio. pese a haberlo solicitado
expresamente en el escrito de interposición del recurso
de apelación. Finalmente. aduce el demandante de
amparo la vulneración de su derecho a la tutela judicial
efectiva sin indefensión (art. 24.2 C.E) sobre la base
de la insuficiente motivación de las resoluciones judi­
ciales impugnadas.

2. Así delimitado el objeto del presente proceso.
interesa recordar la doctrina de este Tribunal sobre el
ius ut procedatur y. en particular. lo declarado en la
STC 186/1990: «La Ley concede al Juez de Instrucción
-no al órgano de enjuiciamiento- la facultad de con­
trolar la consistencia o solidez de la acusación que se
formula. pues (...) el arto 790.6 L.ECrim.• tras enunciar
la regla general de la vinculación del instructor con la
petición de apertura del juicio. permite al Juez denegar
la apertura del juicio.en dos supuestos. a saber: cuando
el hecho no sea constitutivo de delito. o ante la inexis­
tencia de indicios racionales de criminalidad contra el
acusado. en cuyo caso acordará el sobreseimiento que
corresponda [fundamento jurídico 4. B)]». Por esta razón.
este Tribunal ha manifestado reiteradamente que el dere­
cho a la tutela judicial efectiva no otorga a sus titulares
un derecho incondicionado a la plena sustanciación del
proceso (SSTC 351/1993 y 85/1997. entre otras
muchas); así como que <<la decisión judicial de archivar
las actuaciones penales. por estimar que los hechos del
proceso no son constitutivos de infracción penal. no
supone. en sí misma considerada. infracción del derecho
a obtener la tutela judicial efectiva del arto 24.1 de la
C.E» (STC 203/1989). habiendo igualmente declarado
la legitimidad de los autos de inadmisión de la notitia
criminis. los cuales pueden dictarse inaudita parte
(STC 37/1993).

3. El Abogado del Estado aduce la sustancial iden­
tidad existente entre el presente asunto y el resuelto
por la STC111/1995. Ahora bien. es lo cierto que en
su dimensión constitucional. única a nuestros efectos
relevante. no concurren en el caso presente las singu­
laridades que motivaron la estimación del recurso de
amparo resuelto por la citada STC 111/1995. En aquella
ocasión no sólo existió una mínima actividad instructora.
ausente en el caso que ahora nos ocupa (según se decla­
ra en el Auto del Juzgado de Instrucción acordando el
archivo). sino que. además. estaba en juego la defensa
del derecho fundamental al secreto de las comunica­
ciones. en su específica vertiente de las relaciones entre
el recluso y su Abogada (art. 18.3 C.E). así como el
derecho de acceso a la jurisdicción (art. 24.1 C.E.) impres­
cindible para la defensa de aquél.
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Ninguna de estas singulares circunstancias concurren
en el caso presente, en el que el hecho denunciado apa­
rece concretado desdé su inicio, limitándose el órgano
judicial a constatar que se trataba de un error informático
padecido por la Oficina de Administración del estable­
cimiento penitenciario, motivado por la similitud de ape­
llidos entre el denunciante y otro recluso, y que ya había
sido subsanado de oficio. No cabe apreciar, pues, la exis­
tencia de una injustificada obstaculización que impidiese
al recurrente acceder al proceso para ejercer la acción
penal. .

4. En relación con la supuesta lesión del derecho
del recurrente a que se procediera por la Audiencia Pro­
vincial de Zaragoza a la designación de Abogado y Pro­
curador del turno de oficio, hemos de comenzar recor­
dando, para reiterarla en el presente caso, la doctrina
de la STC 217/1994 según la cual «el derecho a que
se proceda por el órgano judicial a la designación de
Abogado y Procurador del turno de oficio, únicamente
despliega toda su eficacia en relación con el imputado
en un proceso penal. siendo en todos los demás casos
un derecho relativo sometido a diversos condicionamien­
tos procesales y materiales, entre ellos, los previstos en
el arto 119 de la l.E.Crim.. en el que se requiere la exis­
tencia de un hecho punible y de un perjuitio derivado
directamente del mismo (ATC 365/1992, fundamento
jurídico 1)>>. Asimismo hemos declarado en la misma
Sentencia, e insistido en la STC 111/1995, que, «... cuan­
do un órgano judicial puede excluir ab initio el carácter
delictivo de un hecho (arts. 269 ó 313 l.E.Crim.), tales
nombramientos podrán resultar no sólo innecesarios,
sino incluso inconvenientes por razones de economía
procesal».

Así pues, constatada por las resoluciones judiciales
impugnadas la inexistencia de hecho punible alguno, en
aplicación de lo dispuesto en el arto 269 de la l.E.Crim..
el Juzgado instructor y después, en grado de apelación,
la Audiencia Provincial acordaron el archivo de las actua­
ciones con simultaneidad a la apertura de las diligencias
previas, sin practicar actividad instructora de clase algu­
na -como se hace constar en el hecho único del Auto
del Juzgado de 17 de febrero de 1994-, por lo que
resultaba improcedente, por innecesario, el nombramien­
to de profesionales por el turno de oficio instado por
el denunciante. Por ello, la falta de designación de los
mismos no pudo ocasionar indefensión material alguna
al hoy demandante, ni se produjo la denunciada vul­
neración del derecho fundamental invocado ex arto 24.2
C.E., lo que determina que hayamos de rechazar también
esta segunda queja; conclusión ésta que se refuerza si
atendemos al carácter de simple falta que, de constituir
infracción penal. revestiría el hecho denunciado, dado
lo dispuesto por el arto 962, párrafo primero, de la
l.E.Crim., que configura con carácter potestativo la asis­
tencia de Abogado.

5. Aduce, finalmente, el demandante de amparo la
vulneración de su derecho a la tutela judicial efectiva,
por cuanto las resoluciones judiciales impugnadas care­
cen de motivación suficiente. En este sentido, cumple
recordar, en línea con lo alegado por el Ministerio Fiscal.
que la exigencia de la motivación de las resoluciones
jurisdiccionales no confiere un pretendido derecho a una
determinada extensión de sus razonamientos, por lo que,
pese a su brevedad o concisión, pueden perfectamente
cumplir las exigencias constitucionales que se derivan
del arto 24.1 de la Constitución (SSTC 75/1988,
14/1991. 175/1992 Y 150/1993, entre otras muchas).

Ciertamente, las resoluciones jurisdiccionales objeto
del presente proceso constitucional presentan una moti­
vación escueta. No obstante, en atención a las parti­
cularidades del caso, no puede considerarse contraria

al derecho fundamental que reconoce el arto 24.1 C.E.
En efecto, interesa recordar una vez más que los órganos
jurisdiccionales no realizaron actividad instructora algu­
na que eventualmente pudiese condicionar sus decisio­
nes, limitándose exclusivamente a constatar un error
patente y del que se deducía con notoria evidencia la
irrelevancia penal del hecho denunciado. En tales cir­
cunstancias, es constitucionalmente legítimo que el Juz­
gado de Instrucción motivase su decisión de archivo de
las diligencias previas mediante la escueta indicación
de que los hechos denunciados no eran constitutivos'
de infracción penal. y que además no se consideraba
necesaria la práctica de diligencia alguna.

En definitiva, ni procedía el nombramiento de Abo­
gado y Procurador de oficio, por lo que su falta de desig­
nación no ocasionó indefensión al demandante de ampa­
ro, ni puede decirse, en atención a la singularidad del
asunto ahora enjuiciado, que las resoluciones jurisdic­
cionales impugnadas careciesen de toda motivación, con
vulneración del derecho a una tutela judicial efectiva.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Eladio Fernán­
dez Otero.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid" a uno de julio de mil novecientos
noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente
Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique Ruiz Vadi­
lIo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Pablo García
Manzano.-Firmado y rubricado.

16016 Sala Primera. Sentencie 12111997, de 1 de
julio de 1997. Recurso de amparo 44211995.
Promovido filar la Federación Sindical de
Administración Pública de Comisiones Obre­
ras contra Resolución de los Presidentes del
Congreso de los Diputados y del Senado por
la que se dictan Normas Reguladoras de las
elecciones a la Junta de Personal de las Cortes
Generales y contra Sentencia de la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo que desestimó el
recurso jurisdiccional promovido contra la
citada Resolución parlamentaria. Supuesta
vulneración de los principios de igualdad y
de libertad sindical: alcance del arto 23 del
Estatuto del Personal de las Cortes Generales.

La Sala Pri¡nera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha
pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 442/95, promovido
por la Federación Sindical de Administración Pública de
Comisiones Obreras, bajo la representación procesal de


